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Radicado: 11001-03-15-000-2021-03056-00
Demandante: Salomón Tapasco Velázquez

CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

MAGISTRADA PONENTE: ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Bogotá D.C., veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021)

Referencia: 
ACCIÓN DE TUTELA
Radicación:
11001-03-15-000-2021-03056-00
Demandante:
SALOMÓN TAPASCO VELÁZQUEZ 
Demandados:
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA Y OTROS
Temas:             
Tutela de fondo – Derecho a la libertad de circulación y locomoción, al trabajo y al orden público. 
AUTO ADMISORIO
I. ANTECEDENTES

1.1. Solicitud de amparo

1. Con escrito enviado el 26 de mayo del 2021 al buzón web de la Secretaría General del Consejo de Estado
, el señor Salomón Tapasco Velázquez, actuando en nombre propio, ejerció acción de tutela contra la Presidencia de la República, la Policía Nacional, el Ejército Nacional, la Gobernación del Valle del Cauca y la Alcaldía de Santiago de Cali, con el fin de que le sean protegidos sus derechos fundamentales a la libertad de circulación y locomoción, al trabajo, al orden público y a la “conservación del orden público y restaurado en donde fuere turbado”

1.2. Pretensiones 

2. En consecuencia de lo anterior, el accionante solicitó lo siguiente: 

“(…) disolución permanente de los bloqueos a las vías públicas del Distrito especial de Santiago de Cali. 
Disolución permanente de los bloqueos a las vías públicas del departamento del Valle del Cauca”
 
1.3. Supuestos fácticos 
3. Afirmó que desde el 28 de abril de 2021, día en que se convocó el paro nacional por la reforma tributaria retirada el 5 de mayo de la misma anualidad, se han venido presentando bloqueos a vías públicas de la ciudad de Santiago de Cali y del departamento del Valle del Cauca, los cuales han generado desabastecimiento, retraso en las entregas de mercancía “y una afectación económica hasta ahora incalculable”
. 
4. Indicó que ello, además de afectar el interés general de la ciudadanía caleña y vallecaucana, ha producido desabastecimiento de medicamentos e implementos médicos “hasta el punto de ocasionar muertes de compatriotas como fue la muerte de una bebé intubada que se trasladaba en un vehículo médico en la vía Buenaventura – Cali”
.  
5. Señaló que se desempeña como abogado junior en “Mayagüez S.A.”
 y que tales bloqueos no le han permitido llegar a su sitio de trabajo. Agregó que desde el 4 de mayo, su empleador se vio en la obligación de suspender las operaciones productivas y enviar a su personal a vacaciones colectivas debido a las manifestaciones y los bloqueos. 
6. Arguyó que el 9 de mayo debía realizarse unos exámenes médicos y no pudo llegar a los mismos debido a las jornadas de protesta. 
7. Adujo que las manifestaciones no han sido pacíficas “pues ha habido vandalismo, afectación a bienes públicos y privados, hurtos, porte ilegal de armas, homicidios, lesiones personales daño en bien ajeno y otras conductas tipificadas en el código penal colombiano.”
 
8. Indicó que se ha denunciado vía redes sociales que se ha cobrado dinero a quienes pretendan transitar por vía pública y que algunos manifestantes han dañado vehículos por medio de “golpes, palos, piedras y en ocasiones han amedrentado con armas blancas y de fuego”
. 
9. Afirmó que las autoridades administrativas no han establecido vías alternas para la movilización de los ciudadanos que no hacen parte de las manifestaciones.

1.4. Sustento de la vulneración
5. El señor Tapasco Velázquez argumentó que su derecho al trabajo se le ha vulnerado a partir de los “bloqueos ilegales”
 debido a que no se ha podido desplazar al lugar donde desempeña sus labores. 
6. Arguyó que, si bien la manifestación pública es un derecho fundamental, “esta debe ser pacífica y no lo ha sido ya que se han evidenciado múltiples conductas penales tipificadas en nuestro código penal”
. 
7. Argumentó que la obligación de conservar el orden público y de restablecerlo donde fuere turbado, la cual está en cabeza de las autoridades administrativas, gubernamentales y de la fuerza pública, constituyen su derecho “a vivir en una ciudad, departamento y país con orden público, en un estado social de derecho garantista de los derechos fundamentales de todos los compatriotas”
. 
8. Indicó que, de acuerdo con el artículo 53
 la Ley 1801 del 29 de julio de 2016 (Código Nacional de Policía), el ejercicio del derecho a la manifestación pública requiere que se dé aviso por escrito “presentado ante la primera autoridad administrativa del lugar o mediante correo electrónico”. Agregó que dicho aviso debe expresar el día, la hora, el sitio de la reunión y el recorrido que se vaya a realizar, con 48 horas de anticipación y que lo anterior no ha sido cumplido por parte de “los encargados de estas manifestaciones violentas y arbitrarias”

9. Señaló que, en concordancia con el artículo 54
 del Código Nacional de Policía, se encuentra legitimado el uso de la fuerza pública para desbloquear las vías y garantizar el transporte y la libre locomoción. 
II. CONSIDERACIONES 

10. El Consejo de Estado es competente para pronunciarse sobre la admisión de la demanda presentada por el señor Salomón Tapasco Velázquez de conformidad con lo dispuesto por los artículos 86 de la Constitución Política, 37
 del Decreto Ley 2591 de 1991, el numeral 12 del artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015 modificado por el artículo 1° del Decreto 333 de 2021 y el Acuerdo 80 de la Sala Plena del Consejo de Estado.

11. Lo anterior, por cuanto se dirige, entre otras autoridades, contra el Presidente de la República, siendo aplicable el numeral 12 del artículo 2.2.3.1.2.1. Adicionalmente, en virtud de lo dispuesto por el numeral 11 del precepto en cita, cuando la acción de tutela se promueva contra más de una autoridad y estas sean de diferente nivel, el reparto se hará al juez de mayor jerarquía, de conformidad con las reglas establecidas dicho artículo.
12. Igualmente, este despacho como integrante de la Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, es competente para pronunciarse sobre la admisión de la demanda de tutela, en virtud de lo dispuesto en el artículo 35
 del Código General del Proceso, aplicable al trámite del vocativo de la referencia por la remisión establecida en el artículo 2.2.3.1.1.3.
 del Decreto 1069 de 2015. 

2.2. Cuestión previa

13. Con ocasión de la pandemia generada por el contagio a gran escala del Covid-19 y el aumento de ocupación en las unidades de cuidado intensivo del país, el Consejo Superior de la Judicatura ha recomendado a los titulares de los despachos judiciales que implementen medidas que beneficien el trabajo en casa, a través de las plataformas tecnológicas institucionales, con el fin de preservar la salud e integridad de los funcionarios de la Rama Judicial, así como de los usuarios de la administración de justicia. En el Consejo de Estado se crearon correos electrónicos exclusivos para la interacción de los ciudadanos y se implementó el sistema de gestión judicial SAMAI
, lo que ha permitido que las funciones del máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo se sigan desarrollando de manera virtual.  
2.3. Admisión de la demanda

14. Por reunir los requisitos exigidos por el artículo 14 del Decreto Ley 2591 de 1991 y de conformidad con lo establecido en el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1° del Decreto 333 del 2021, se dispone:

PRIMERO: ADMITIR la demanda presentada por el señor Salomón Tapasco Velázquez, en ejercicio de la acción de tutela.  

SEGUNDO: NOTIFICAR de la existencia de la presente acción al Presidente de la República, al Director General de la Policía Nacional, al Comandante General de las Fuerzas Militares, al Gobernador del Valle del Cauca y al Alcalde de Santiago de Cali, como autoridades accionadas, para que dentro del término de tres (3) días, contados a partir de la fecha de su recibo, se refieran a sus fundamentos y puedan allegar las pruebas y rendir los informes que consideren pertinentes.
TERCERO: VINCULAR en calidad de terceros con interés, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 del Decreto Ley 2591 de 1991, al Comité Nacional del Paro presidido por el señor Francisco Maltés, a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a la Defensoría del Pueblo y a la Procuraduría General de la Nación. 
Lo anterior, para que, si lo consideran pertinente, en el término de tres (3) días, contados a partir de la fecha de su recibo, pueda intervenir en la actuación, por cuanto existe la posibilidad de resultar afectados con la decisión que se adopte.

CUARTO: OFICIAR a la Secretaría General del Consejo de Estado, para que publique en la página web de esta Corporación copia digital, íntegra, de la demanda de tutela, de los anexos que la acompañan y de esta providencia, con el fin de que cualquier persona que tenga interés conozca de los referidos documentos y pueda intervenir en el trámite constitucional de la referencia.

QUINTO: OFICIAR a la Gobernación del Valle del Cauca para que rinda un informe detallado de: i) la situación actual de orden público a nivel departamental, en el marco de las jornadas de manifestación llevadas a cabo desde el 28 de abril de 2021 y de los distintos bloqueos a vías públicas y hechos de violencia presentados en relación con ello; ii) las actuaciones adelantadas al respecto por la administración departamental. 
SEXTO: OFICIAR a la Alcaldía de Santiago de Cali para que rinda un informe detallado de: i) la situación actual de orden público a nivel local, en el marco de las jornadas de manifestación llevadas a cabo desde el 28 de abril de 2021 y de los distintos bloqueos a vías públicas y hechos de violencia presentados en relación con ello; ii) las actuaciones adelantadas al respecto por la administración local.
SÉPTIMO: ADVERTIR a las autoridades oficiadas que, de no cumplirse con los requerimientos hechos, se utilizarán por este despacho las potestades correccionales que le confiere el artículo 44 de la Ley 1564 de 2012.
OCTAVO: TENER como pruebas, con el valor legal que les corresponda, los documentos relacionados y allegados con la demanda. 

NOVENO: NOTIFICAR a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, en los términos y para los efectos previstos en el artículo 610 de la Ley 1564 de 2012.

DÉCIMO: ENVIAR copia digital e íntegra de la demanda de tutela, de los anexos que la acompañan y de esta providencia, a las autoridades judiciales accionadas y a los terceros con interés, con el fin de que puedan ejercer su derecho de defensa.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Magistrada
� La acción de tutela fue enviada al buzón web � HYPERLINK "mailto:secgeneral@consejodeestado.gov.co" �secgeneral@consejodeestado.gov.co� en la fecha señalada y pasó al despacho de la suscrita magistrada el 11 de mayo de 2021. 


� Folio 4 del escrito de tutela. 


� Ibidem. 


� Folio 1 ibidem. 


� Ibidem. 


� Ibidem. 


� Ibidem. 


� Folio 2 ibidem. 


� Ibidem.


� Ibidem. 


� Folio 3 ibidem. 


� Artículo 53. Ejercicio del derecho de reunión y manifestación pública y pacífica en el espacio público. Toda persona puede reunirse y manifestarse en sitio público con el fin de exponer ideas e intereses colectivos de carácter cultural, político, económico, religioso, social o de cualquier otro fin legítimo


� Folio 3 del escrito de tutela


� “Artículo 54. Uso de vías para el ejercicio del derecho de reunión o manifestación pública y pacífica en el espacio público: Los alcaldes distritales o municipales, salvo circunstancias excepcionales o de fuerza mayor, deberán autorizar el uso temporal de vías dentro de su jurisdicción para actos o eventos de ejercicio del derecho de reunión o manifestación pública y pacífica en el espacio público. En el caso de las vías arterias principales o corredores de transporte público colectivo deberán establecer un plan efectivo de desvíos para la movilización de los ciudadanos que no participan del acto o evento, como medida de protección de los derechos de los demás ciudadanos.”


� “ARTICULO 37. PRIMERA INSTANCIA.  Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud.


El que interponga la acción de tutela deberá manifestar, bajo la gravedad del juramento, que no ha presentado otra respecto de los mismos hechos y derechos. Al recibir la solicitud, se le advertirá sobre las consecuencias penales del falso testimonio.


<Inciso CONDICIONALMENTE exequible> De las acciones dirigidas contra la prensa y los demás medios de comunicación serán competentes los jueces de circuito del lugar”.


� “ARTÍCULO 35. ATRIBUCIONES DE LAS SALAS DE DECISIÓN Y DEL MAGISTRADO SUSTANCIADOR. Corresponde a las salas de decisión dictar las sentencias y los autos que decidan la apelación contra el que rechace el incidente de liquidación de perjuicios de condena impuesta en abstracto o el que rechace la oposición a la diligencia de entrega o resuelva sobre ella. El magistrado sustanciador dictará los demás autos que no correspondan a la sala de decisión.


Los autos que resuelvan apelaciones, dictados por la sala o por el magistrado sustanciador, no admiten recurso.


A solicitud del magistrado sustanciador, la sala plena especializada o única podrá decidir los recursos de apelación interpuestos contra autos o sentencias, cuando se trate de asuntos de trascendencia nacional, o se requiera unificar la jurisprudencia o establecer un precedente judicial”.


� “ARTÍCULO 2.2.3.1.1.3 De los principios aplicables para interpretar el procedimiento previsto por el Decreto 2591 de 1991. Para la interpretación de las disposiciones sobre trámite de la acción de tutela previstas por el Decreto 2591 de 1991 se aplicarán los principios generales del Código General del Proceso, en todo aquello en que no sean contrarios a dicho Decreto. 


Cuando el juez considere necesario oír a aquél contra quien se haya hecho la solicitud de tutela, y dicha persona sea uno de los funcionarios que por ley rinde declaración por medio de certificación jurada, el juez solicitará la respectiva certificación”.


� “SAMAI es un aplicativo web producto de la innovación interna, que recoge las necesidades y las buenas prácticas de gestión judicial; permite gestionar y controlar un expediente judicial desde su inicio hasta su terminación; la incorporación de los antecedentes del expediente digitalizados; notificaciones electrónicas; la participación de sujetos procesales autorizados y el trámite de los expedientes dentro cada despacho; integra en una sola aplicación funcionalidades dispersas y brinda un tablero de control al servidor judicial para el seguimiento de su despacho. Integra otros sistemas internos como la gestión de personal y el sistema de relatoría (…)”
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